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nicaciones, no son suficientes para fundamentar la reserva
estatal, frente a las pretensiones del Gobierno Vasco al res·
pecto. Por tanto, para determinar a quién corresponde la
competencia disputada se hace necesario precisar en qué
otro título competencial debe encuadrarse el objeto de la
controversia, esto es, esencialmente, la autorización de la
instalación de antenas parabólicas (o. más precisamente.
como se vió. «estaciones radioeléctricas receptoras de pro­
gramas de televisión transmitidos por satélite de teleco­
municaciones de servicio fijo por satélite», según la dicción
del arto 1.1 R.D. 1201/88).

Como acto de autorización, la competencia que se dis­
cute se integra. sin duda,.en la. categoría de «competencia
de ejecución». El Gobierno Vasto mantiene que. al no tr~­

tarse de ordenación de '1as telecomunicaciones. debe
entenderse que nos hallamos en el campo del régimen de
radio y televisión y demás medios de comunicación social,
en donde la Comunidad Autónoma dispone de la compe­
tencia de ejecución. de acuerdo con el arto 19.1 y 2 de su
Estatuto de Autonomía. Ahora bien, este título competen­
cial no deja de presentar dudas para su apreciación: ¿en
qué medida puede estimarse que la instalación de una
antena para captar programas de televisión por satélite
incide. de algún modo en el régimen de los medios de
comunicación social? Ese tipo de instalación (predominan­
temente para utilización individual o familiar). dentro de
los límites legales existentes, tiene incidencia. primaria­
mente. en el ámbito del propio hogar. y correlativamente.
en aquellos ámbitos que usualmente pueden verse afec­
tados por la instalación de aparatos industriales (eléctricos
o de otro tipo) que pudieran producir molestias. oque exi­
jan alguna regulación de calidad o seguridad.

En consecuencia. a mi modo de ver, nos hallamos ante
una materia inserta en la competencia sobre autorización
de inslatación de productos industriales: lo qLie se inscribe
naturalmente dentro del título recogido como competen­
ciade la Comunidad Autónoma Vasca en el art.10.30de
su Estatuto.Prueba. según mi critedo. de esta más correcta
definición de la instalación en cuestión (p~sando de'ser
considerada elemento técnico dela ordenación de la radio­
comunicación. a la'más modesta condición de·electrodo­
méstico familiar) es la exposición que la Sentencia lleva
acabo sobre la evolución legislativa y comunitaria del tra­
tamiento de esta materia. tendente. como expresamente
se dice. ala «libertad de comercialización))· de este tipo de .
equipos de recepción. No se trata. pues. de'que esa'evo­
lución altere la naturaleza dela materia: más bien. se trata
de que pone de manifiesto que nunca fue elemento tée-.
nico del sistema de telecomunicaciones; " , '.

Por todo ello. estimo que la competencia de que se·
trata corresponde a la Comunidad Autónoma del País Vas­
co. y en tal, sentido debió haberse pronunciado·laSenten­
cia.
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y tres.~Firmado: Luis LÓpezGuerra.VicenteGimeno Sen­
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A la luz del fallo de la Sentencia que refleja esa opinión,
debe considerarse que es competencia del Estado la auto­
rización administrativa de las «estaciones radioeléctricas
receptoras de programas de televisión transmitidos por
satélite» (art. 1.1 R.D. 1201/86), programas «destinados
en última instancia, al público» (art. 2, del mismo R.o.). De
los términos empleados por la normativa que se impugna
se desprende que el objeto de la autorización .se refiere
a las instalaciones para captar o recibir emisiones de tele­
visión; instalaciones que se prevén para uso individual o
para complejos (residenciales u hoteleros) de extensión
limitada por la exigencia de que los medios de conexiófl
utilizados no deberán transcurrir «a través de vías públi­
cas» (art. 6.1 R.o. 1201/86). Se trata, pues, de las insta­
laciones que. con el nombre de «antenas parabólicas» se
han popularizado en los últimos años, convirtiéndose en
un elemento presente en muchos hogares familiares y
establecimientos públicos. De acuerdo con el R.o. que
impugna el Gobierno Vasco, la instalación de tales antenas
deberá estar amparada por una autorización que deberá
solicitarse ante la Dirección General deTelecomunicacio­
nes del Ministerio de Transportes. Turismo y Comunica­
ciones (bien directamente; dice el arto 5 del R.D. 1201/86,­
bien por intermedio de las Jefaturas Provinciales de Comu­
nicaciones. o bien «en la forma prevista por el arto 66 de
la Ley de Procedimiento Administrativo»); Dirección Gene­
ral a la que corresponderá expedir. en su caso, la autori­
zación administrativa correspondiente.

La atribución al Estado de la competencia para la auto­
rización de la instalación de antenas parabólicas la funda
la Sentencia de la que disiento en la reserva en favor del
Estado efectuada por el arto 149.1.21 de la Constitución.
relativo a la competencia exclusiva en materia de «correos
y telecomunicaciones». Es en este aspecto en el que se
centrami discrepancia: ~onsideroque extender esa reser­
va. como se hace en la presente Sentencia. supone dar
una amplitud al título competencial en cuestión que des­
borda una interpretación lógica del correspondiente pre­
cepto constitucional. La misma Sehtenciaadvíerte de la
fuerza expansiva del título competencial del arto 149.1.21
(fundamento jurídico 2.0

) que exige inevitables cautelas en
su aplicación; pero estimo que esas cautelas debían haber­
se adoptado también en el presente caso.

Concurro con la· Sentencia en que quedan dentro de
la competencia estatal exclusiva ex arto 149,1,21 C.E. los
«aspectos técnicos claramente atinentes a la regulación
del soporte o instrumento del cual la radio y la televisión.
se sirven -las ondas radioeléctricas. hertzianas o electro­
magnéticas.....)) (fundamento jurídico 2.(»; Ahora' bien. la'
misma Sentencia justifica esa reserva en cuanto dirigida
a Ordenar el dominio público radioeléctrico. Tal es la doc­
trinadel Tribunal Constitucional fijada. últilTlamente. enla
STC 168/93. Pero para mí es evidente que 'Iaconcreta
delimitación de esos «aspectos técnicos» debe realizarse
partiendo de que no cualquier relación de una materia con
los i.nstrumentos de que se sirven la radio y la televisión
supone que ello coloca a esa materia dentro de la com­
petenCia exclusiva estatal. Ciertarpente. todos aquellos
elementos que puedan afectar significativamente al siste-

~. ma de telecomunicaciones incidiendo en su funciona­
hmie.nto.y buen orden. deben. quedar. razonablemente; y
~ dadas las caracteristicas del espacioelectro-magnético.

..' sujetas auna actuación unitaria.,que repartafrecuencias
y-eviteinterferencias. Pero no córisideroque sea parte del
sistema··deotelecomUnicaciones.oquepuedaincidiren su'

. buen<funcionamiento.la instalación de antenas parabóli-,
cá5,':destinadas a recibir programas·de.televisi(m dirigidos.
al, públicd"~'La:'brdenación.del: dominio~público.radioelée-­
tricoy la' instalaci6ride·uhaantena parabólica'se sitúan.
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Díaz Eimil, don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José Gabal­
dón López, don Julio Diego González Campos y don Caries
Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso núm. 936/90 promovido por doña Mar­
garita Riveiro Alfonso, representada por el Procurador dE:!
los Tribunales don Juan Francisco Alonso Adalia y asistida
de la Letrado, contra el Auto de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Galicia de 22 de febrero
de 1990 dictado en proceso sobre ejecución de Sentencia.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el
Magistrado don Caries Viver Pi-Sunyer, quien expresa el
parecer de la Sala. '

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado ante el Juzgado de Guardia
el día 6 de abril de 1990 y registrado en este Tribunal el
día 9 siguiente, doña Margarita Riveiro Alfonso solicitó el
nombramiento de Procurador por el turno de oficio para
recurrir en amparo el Auto de la Sala de lo Social del Tri­
bunal Superior de Justicia de Galicia de 22 de febrero de
1990.

La Sección Cuarta por providencia de 23 de abril de
1990 acordó dirigirse al Decano del Ilustre Colegio de Pro­
curadores de Madrid para que procediera a la correspon­
diente designación. Por providencia de 21 de mayo de
1990 la Sección acordó tener por designados como Pro­
curador por el turno de oficio a don Juan Francisco Alonso
Adalia y'como Letrado a don José Núñez y Núñez, a quie­
nes confirió el plazo de veinte días para formalizar la
demanda de amparo e instar en escrito separado la con­
cesión de los beneficios de justicia gratuita.

, 2. "La demanda de amparo presentada se basa, en
síntesis, en los siguientes antecedentes:

~•• a) La ahora recurrente, a raíz del despido acordado
el día 30 de diciembre de 1986 por su empleador -el'
Patronato de la Casa de Caridad de Vigo Hogar de San
José-, tras la celebración sin avenencia del preceptivo
acto de conciliación, interpuso demanda ante la jurisdic­
ción laboral, que, fue desestimada por Sentencia de la
Magistratura de Trabajo núm. 3 de Vigo de 17 de febrero
de 1987. Recurrida en suplicación, la Sala Segunda del
Tribunal Central de Trabajo en Sentencia de 5 de julio de
'J 988 declaró su nulidad y ordenó reponer. las actuaciones
al momento de concluir el acto del juicio para que se dic-

. tara otra subsanando determinadas deficiencias.
" La Magistratura de Trabajo en Sentencia de 22 de sep­
tiembrede 1988 declaró la nulidad del despido y condenó
a la demandada a la inmediata readmisión de la actora con
abono de los salarios dejados de percibir. Los días 5 de
octubre y 3 de noviembre de 1988 fue notificada a las

; partes demandante y demandada, respectivamente.
\ .'1:. b)' El día 1 de diciembre de 1988 la actora solicitó
'1 la ejecución de la. Sentencia y, celebrado el oportuno trá­
Imite incidental dondela'demandada'opuso la excepción
: de caducidad. la Magistratura de Trabajo en Autos de 22

>,'dediciembrede'1988 reconoció el derecho de la deman-
;'.:dante;aser readmitida. aú'nqueconpérdida'delos salarios
':'-d~tramitacióntranscurridosentrela fecha de notificación
¡¡'·;Cl,Ei:I.~SEirltenciáyla:solicitud:de·suejecución; ::' .' -. '
~':'~:'!~'cr"'¡Contraelniismo lad.emandada articuló recürso de
~&rre'posiéión>y'rá'·demandante·~un'escrito-'-no ;calificadó
,~,~expr~~ªmente,:de_recu¡,s~eñerqiie;adeniás:de.discrepar
~í:p~!á1llengúaaéordada'en'los:5alarios'detratnitación~'rei-
W~7i~}'::-.{:"~~ "", .,', .- , ..;' .' 1
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teraba la ejecución de la Sentencia. El Juzgado de lo Social
núm. 3 de Vigo por Auto de 5 de junio de 1989 desestimó
la reposición, confirmó íntegramente la resolución impug­
nada y requirió a la demandada a su inmediato cumpli­
miento.

d) Esta interpuso recurso de suplicación, que fue
impugnado de contrario solicitando su inadmisibilidad por
haberse incumplido lo preceptuado en los arts. 154 y 227
de la L.P.L. o,subsidiariamente, su desestimación. La Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Galicia en
Auto de 22 de febrero de 1990, sin pronunciarse sobre
las causas de inadmisibilidad aducidas, estimó el recurso,
revocó la decisión de instancia y declaró caducado el dere­
cho de la actora a su readmisión en la empresa y a los
salarios de tramitación po~terioresa la notificación de la
Sentencia, con base en la interpretación del art.209 de
la L.P.L. sentada en la Sentencia del Tribunal Supremo de
12 de diciembre de 1986, dictada en interés de ley.

e) Paralelamente; el día 19 de julio de 1989 la
demandante interesó el pago de los salarios de tramitación
ya vencidos y los que se devengasen mientras no se diera
cumplimiento a la Sentencia. El Juzgado de lo Social por
Auto de 23 de noviembre de 1989 acordó su ejecución
provisional según lo establecido en el arto 227 de la L.P.L.
y requirió a la ejecutada para que abonara a la ejecutante
cierta suma en concepto de salarios dejados de percibir.
con apercibimiento de embargo en caso de incumpli­
miento.

3. El recurso de amparo se dirige contra la referida
resolución de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de
Justicia de Galicia por violar el arto 24 de la C.E.E, vulne­
ración que se concreta en una triple argumentación:

a) No tuteló los derechos reconocidos en una Sen­
tencia firme al interpretar arbitrariamente y en sentido des­
favorable a la efectividad del derecho fundamental el
arto 209 de la L.P.L. En efecto, al situar el dies a quo del
plazo para solicitar la ejecución del fallo en la fecha de noti­
ficación de 'Ia Sentencia a la demandante, olvida que en
tanto no se comunique a ambas partes no puede deter­
minarse su firmeza Y. además, hasta que no se notifique
a.la empresa se ignora si ésta va a cumplirla voluntaria­
mente.

b) Indebidamente se tramitó el recurso de suplica­
ción sin que la entidad recurrente cumpliera su obligación
de depositar el importe de los salarios de tramitación más
un 20 por ciento (art. 227 en relación con el 154 de la
L.P.L.), carga procesal que continuó inobservada pese al
posterior requerimiento judicial en tal sentido. De otra par­
te. denunciada en el escrito de impugnación del recurso
esta causa de ¡nadmisibilidad, tampoco se obtuvo respues­
taa la cuestión.

c) Incurrió en reforma peyorativa al agravar la situa­
ción -de la demandante sobre la base de un razonamiento
inconstitucional y en virtud de un recurso indebidamente
admitido. En definitiva, como consecuencia de la negligen­
cia y los errores judiciales, la Sentencia estimatoria de las
pretensiones de la actora ha quedado en buena parte ine-
jecutada. '

Interesa, por ello, la nulidad del acto impugnado y la
reposición de las actuaciones al momento inmediatamen­
te anterior a dictársepor el Juzgado de lo Social el Auto
de-22 dedicienlbre de 1988.

A. La Sección porprovidencia de20de septiembre de
1990,acordó, en uso de lo dispuesto en el art, 50.5 de la

. LOTC, requerir ala parte- recurrente para que en, el Ji)lazo .
, de dieZ"díasacreditara,fehacientementeJa·fecha denoti-,

ficación:de la resolución impugnada. " ..,;:;.,,,,-',
-,i,·:;Porprovidencia;del2-denoviembrede.1990 la Sec-

-.ción acordÓ' admitir:a"trámite.la demanda;:tenerpor.perte
al Procuradordon Juan Francisco Alonso Adalia.en nom-

. '
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bre y representación de la demandante y. en aplicación
de lo dispuesto en el arto 51 de la LOTC. interesar de los
órganos judiciales intervinientes la remisión de certifica­
ción o fotocopia debidamente adverada de las actuacio­
nes. así como la práctica de los correspondientes empla­
zamientos.

La Sección Tercera por providencia de 28 de febrero
de 1991 acordó incorporar al proceso el escrito de la repre­
sentación de la recurrente de fecha 8 de febrero de 1991.
al que acompañaba testimonio del Auto de la Sala de lo
Social del Tribunal Superior de Justicia de Galicia de 20
de diciembre de 1990. que extendía el derecho a percibir
los salarios de tramitación hasta la fecha de notificaci6n
de la Sentencia a la parte demandada; acusar recibo a la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Galicia
y al Juzgado de lo Social núm. 3 de Vigo de las actuaciones
remitidas y. de conformidad con lo dispuesto en el
arto 52.1 de la LOTC, conceder a la solicitante de amparo
y al Ministerio Fiscal el plazo común de veinte días para
presentar las alegaciones que estimasen pertinentes.

5. La representación de la recurrente. en aras de la
brevedad. ratificó las peticiones ya expuestas en la deman­
da.

6. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional interesó
la concesión del amparo por entender que la resolución
judicial recurrida ha vulnerado el arto 24.1 de la C.E.

Tras reseñar los antecedentes y fundamentación jurí­
dica de la demanda revisa. en primer término. el conte­
pido argumental de la decisión impugnada. Destaca al
respecto que el Tribunal Constitucional ha tenido oca­
siónde examinar esta interpretación del arto 209 de la
L.P.L. sin encontrar en ella motivo alguno de amparo
(ATe 602/1988). El derecho a la ejecución pasaba por
una diligente conducta procesal de la demandante y.
basada la caducidad en su inactividad, no parece existir
vulneración del arto 24.1 de la C.E. Del examen de las
actúaciones judiciales se desprende que la Sentencia fue
notificada al Letrado de la parte actora el día 23 de sep­
tiembre de 1988 y ésta instó la ejecución el día 28 de
noviembre de 1988. es decir. antes de que se hubiera
notificado la Sentencia a la parte demandada (sic). dato
revelador de que para la actora no era necesario esperar
a dicha notificación.

Lasegunda queja se incardiria también en el arto 24.1
de la e.E.• pero en el marco del derecho al recurso dt:lbido.
por incumplimiento de lo establecido en el arto 227 de la
L.P.L. en relación con su arto 154. Curiosamente. aunque
para la resolución impUgnada en amparo contra el Auto
de 22 de diciembre de 1988 o no cabía recurso o direc­
tamente los de suplicación o casación. ambas partes lo
recurrieron en reposición y. una vez desestimados. se tra­
mitó la suplicación anunciada por la demandada sin efec­
tuar consignación o depósito alguno. La actora denunció
esta irregularidad enel escrito de impugnación del recur­
so. con lo que la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Galicia. que debe velar por las excepciones
de ordenpúblico procesal. debió incluso de oficio estimar­
la. Desde el prisma constitucional la queja. pues. es rele­
vante desde dos puntos de vista: de un lado. por la admi­
.sión indebida de un recurso que no cumplía un requisito
procesal esencial en su ratio al propio recurso de suplica­
ción e insubsanable a posteriori (SSTe 165/1989 y
187/1989); de otr-<>o como hipótesis de incongruencia
omisiva no susceptible de ser considerada como deses­
timélciontácita' de la pretensión incontestada (STe
27./J 988). '" ) " .. ,
;j'Por últil'Jlo•. carece por completo de'contenido cons­
titú~ionalla tesis dEl la recurrente sobre la reforma peyo­
rativa:'púes sin más incurriría en este defecto cualquier
rese>!l,Ición revocatoria de otras precedentes. En este caso
e~ recurso de suplicación de la entidad demandada cues-
.. "." .:/ "

tionaba in tato las resoluciones de instancia. lo que per­
mitía su íntegra revisión.

7. Sustanciado en pieza separada el incidente de jus­
ticia gratuita. la Sección Tercera por Auto 11 de febrero
de 1991 acordó otorgar a la recurrente el beneficio para
actuar en el presente recurso.

8. Por providencia de 4 de febrero de 1993. se seña­
ló para deliberación y fallo del presente proceso el día 8
del mismo mes y año. quedando terminada en el día de
hoy.

11. Fundamentos jurídicos

1. La presente demanda de amparo se dirige contra
el Auto de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de
Justicia de Galicia de 22 de febrero de 1990 que. estiman­
do el recurso de suplicación interpuesto por el empresario
demandado. apreció la caducidad del derecho de la hoy
recurrente a la readmisión y a percibir los salarios de tra­
mitación. por haber solicitado la ejecución del fallo extem­
poráneamente. es decir. ya transcurridos treinta días des­
de que se le notificó la Sentenca (art. 209 de la L.P.L. de
1980).

La demandante imputa a la resolución impugnada una
triple violación del arto 24.1 de la C.E. En primer lugar. alega
la vulneración del derecho a la ejecución de las Sentencias
derivadas de una errónea interpretación del cómputo de
los plazos del arto 209 de la L.P.L. En segundo término. adu­
ce la conculcación del derecho a la tutela judicial al haber
admitido a trámite indebidamente el recurso de suplica­
ción y dejar sin respuesta la causa de inadmisibilidad
opuesta de contrario. Por último. atribuye é) la Sentencia
la producción de una reforma peyorativa al agravar la situa­
ción jurídica de la actora.

2. La clara inconsistencia de la última de las alega­
ciones aducidas permite que la rechacemos de entrada.
La prohibición de la reformatio in peius. manifestación de
la interdicción de toda indefensión que enuncia el arto 24.1
C.E.. sólo puede producirse cuando se empeora la situa­
ción de quien recurre a causa de su propio recurso. y no
como consecuencia de las pretensiones deducidas. por vía
directa o adhesiva. por la parte contraria (SSTe
242/1988.17/1989.120/1989.203/1989.40/1990.
153/1990 y 19/1992). En el presente caso. la Sentencia
impugnada se limitó a acoger la impugnación que había
sido deducida por la parte contraria. quien se había alzado
en suplicación contra el fallo dictado por el juzgador de
instancia. La Sentencia impugnada no puede incurrir en
ningún tipo de reforma peyorativa~

Por consiguiente. hemos de centrar nuestra atención
en las dos'primerasquejasdeducidas en la demanda de
amparo. invirtiendo su orden por razones expositivas de
orden lógico.

3. Respecto de la alegación relativa a la pretendida
admisión indebida e inmotivada del recurso de suplicación
y al objeto de precisar los términos de la controversia y.
sobre todo. su carencia o no de relieve constitucional. con­
viene advertir. en primer lugar. que en el caso de autos
no estamos en presencia de una falta de respuesta del
órgano judicial a la alegación de la excepción procesal de
inadmisibilidad de un recurso. sino ante una falta de mot~

vación explícita de dicha admisión.
. , No obstante. es cierto que este Tribunal ha declarado
reiteradamente que dar respuesta mótivada y fundada e~
Derecho a .fas. pretensiones planteadas por las partes en
el proceso es Una de las exigencias quedimanan del dere­
cho consagrado porel art, 24.1,e.E.y qüe. por consiguien­
te.dejarsin'contestación razonada las pretensiones cru­
zadas en elJitigioentraña. una incongruenéiapor omisión,.
que pUede vúlnerar elderecho fundamental a la,tutelájúdi-c, - ,'. ,'..... '.'" .' '. -. •. '.' .. -........... :'," '~."" .
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cia!. Es más. hemos precisado que la exigencia de ese razo­
namiento explícito .«resulta más inexcusable en casos
como el presente. en que la cuestión invocada por una de
las partes es nada menos que la ¡nadmisibilidad del recur­
so. tema central de orden público procesal sobre el que
descansa la existencia misma del procedimiento y la solu­
ción material que en éste pueda darse al litigio» [STC
116/1986. fundamento jurídico 5)].

La falta de respuesta o. más precisamente en este
caso. la falta de respuesta explícita a una excepción pro­
cesal de inadmisión de un recurso tiene. sin duda. relieve
constitucional cuando produce indefensión en la situación
concreta a la que se circunscribe la resolución judicial o
cuando conlleva la privación del derecho a obtener la tute­
la judicial efectiva de los Tribunales en el ejercicio de dere­
chos e intereses· legítimos (STC 116/1986. fundamento
jurídico 1.°). Esto puede suceder. por ejemplo. cuando la
actuación judicial impide el acceso a la jurisdicción o a los
recursos. cuando no se obtiene una resolución de fondo
relativa a las pretensiones formuladas o cuando no se eje-
cuta lo juzgado. .

En el caso que aquí nos ocupa. no cabe afirmar que
la falta de motivación de la admisión del recurso de supli­
cación ha privado a la parte actora de la tutela judicial otor­
gada por las Sentencias dictadas por los distintos Juzga­
dos y Tribunales que han conocido y resuelto de fondo y
de manera no arbitraria el litigio entablado por ella. Ese
silencio judicial no le ha impedido acceder a la jurisdicción.
ni le ha vetado la utilización de los medios que ha estimado
convenientes para la defensa de sus pretensiones sustan­
tivas. ni ha impedido la resolución de fondo fundada en
Derecho sobre esas pretensiones.

Los únicos aspectos del derecho a la tutela judicial
efectiva que hipotéticamente podrían resultar afectados
por la admisión del recurso de suplicación son los dere­
chos de la parte recurrida en suplicación y hoy recurrente
en amparo a un proceso sin dilaciones indebidas y a la
ejecución de las Sentencias. La jurisprudencia de este Tri­
bunal muestra que tal puede ~contecer, por ejempio. en

. aqueHos supuestos en ios que la causa de inadmisión ale­
gada. y no respondida explícitamente por el órgano judi­
cial. se refiere a la inexistencia del recurso intentado contra
la Sentencia de instancia (STC 116/1986) a la caducidad
de la acción (SSTC 5/1986 y 189/1988). o al hecho de
no alcanzar la cuantía económica para plantear ese recur­
so (SSTC 34/1992 y 38/1993). En estos supuestos la
excepción procesal aducida pone en cuestión la existencia
legal misma del recurso intentado. al señalar la utilización
de un recurso no previsto para el caso por el ordenamiento
jurídico vigente. Por ello su admisión a trámite y su reso­
lución de fondo. ignorando sin motivación alguna las obje­
ciones alegadas. efectivamente pueden pugnar. entre
otros. con el derecho de la parte recurrida a la ejecución
de las resoluciones judiciales firmes o con su derecho a
un proceso sin dilaciones indebidas.

4. Sin embargo. en el presente supuesto no se dan
estas circunstancias. La objeción de ¡nadmisión formulada
no negaba que en el ordenamiento vigente estuviera pre­

¡vista la posibilidad de plantear un recurso de suplicación
), contra la Sentencia dictada por el Juzgado. sino simple:­
imente la falta del depósito previo establecido en el
arto 154 de la L.P.L. de 1980. La admisiqn del recurso inte~;­

puesto por el Patronato no creó. pues; una dilación pro-
·~esalex novo, no contemplada en el ordenamiento. ni

Impidió arbitrariamente . i:¡ue la Sentencia de instancia
adquiriese firmeza al aceptar tramitar un recurso ante un
Tribunal incomp.etente para revisarla. Este Tribunal, ha

. negado reiteradament~ relieve constitucional, por di.ver,
·.~os motivos. al silencio judicial cuando las alegacione~ d~
;: Inadmisión se refieren al incumplimiento de requisitosqu~

ti! .no cuestionan la existencia legal para el caso del recurso
~s .' . .....

. ,":

pretendido (entre otras, SSTC 59/1983. 27/1988.
18/1988. 175/1990.68/1988,94/1988).

No corresponde a este Tribunal enjuiciar la viabilidad
de la excepción procesal aducida. Concretamente. no nos
corresponde determinar si la condición de fundación bené­
fica de la que goza el Patronato de la Casa de Caridad de
Vigo Hogar de San José. permitía aplicarle el beneficio de
pobreza y de justicia gratuita Y. en consecuencia. no le era
exigible el depósito previo del referido arto 154. En esta
sede tan sólo compete afirmar que el silencio judicial res­
pecto de la alegación de inadmisión del recurso de supli­
cación carece de relieve constitucional. ya que por sí mis­
mo no entraña vulneración' alguna del derecho a la tutela
judicial del hoy recurrente en amparo.

Por último. y en otro orden de consideraciones. es pre­
ciso observar que la parte recurrida no suscitó el defecto
de depósito ante el Juzgado. cuando éste tuvo por pre­
parado el recurso de suplicación. a diferencia del supuesto
contemplado por nuestra STC 116/1986. fundamento
jurídico 1.0

• dicho momento procesal ofrecía una oportu­
nidad adecuada para que el órgano judicial resolviese lo
precedente. en su caso. previo requerimiento a la contra­
parte para subsanar los defectos formales advertidos o
para acreditar su condición de entidad de beneficiencia.
Si la parte hubiera obrado con una mayor diligencia. hubie­
ra podido invocaren tiempo útil en la vía judicial previa
el derecho fundamental que ahora pretende hacer valer
en esta sede constitucional. tal y como requiere el
arto 44.1 c) LOTC.

5. En cuanto al alegato de que el Auto recurrido vul­
neró el derecho a la ejecución de las Sentencias al com­
putar erróneamente los plazos del arto 209 de la L.P.L..
debe afirmarse que. efectivamente. uno de los derechos
que garantiza el arto 24.1 de la C.E. es el de la ejecución
de las resoluciones judiciales. La pretensión ejecutiva nor­
malmente se satisface mediante la obtención de una reso­
lución ·fundada en Derecho. que podrá ser de inadmisión
cuando concurra alguna causa legal para ello y así lo acuer­
de el órgano judicial en aplicación razonada y razonable
de la misma. Entre estas causas que impiden un pronun­
ciamiento de fondo figura la caducidad de la acción ejer­
citada. Al respecto constituye ya doctrina consolidada de
este Tribunal que el cómputo de los plazos de prescripción
o caducidad es una cuestión de legalidad ordinaria que
compete en exclusiva a los órganos judiciales y sólo
adquiere relevancia constitucional cuando la interpreta­
ción de la normativa aplicable al supuesto controvertido
sea manifiestamente arbitraria. irrazonable o incurra en
error patente y de ello derive una conculcación de los dere­
chos consagrados, en la Constitución y susceptibles de
amparo constitucional (SSTC 32/1989.65/1989.
155/1991.89/199~132/199~y201/1992~

La decisión impugnada. aplicando la doctrina legal sen­
tada por la Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de
diciembre de 1986 al resolver un recurso en interés de
la ley sobre el plazo para instar el cumplimiento de las Sen­
tencias declaratorias de la nulidad o improcedencia del
despido. estimó. al amparo de lo preceptuado en el párrafo
segundo del art.209 de la L.P.L.. caducada la acciÓn. al
haberse ej'ercitado una vez vencido el plazo de treinta días
desde que la Sentencia fue notificada a la actora.

La decisión se basó. por tanto. en una causa legal-el
párrafo 2.° delart. 290 L.P.L."- (cuyo contenido es acorde
con la tendencia a homogeneizar los plazos de ejercicio
del derecho sustantivo y su acción ejecutiva, y con la fina­
lidad de dotar de seguridad jurídica a las relaciones labo-..'
rales ylimitarla.carga económica que para el empresario
supone la obligación .de abonar .salarios de tr;imita9IQri'
':'-STC 89/1992-). interpretada y aplicada deforma no
é!rbJtraria .0. irraz!Jn?bl~:E.n.ef~cto•.el referido I?r~cep~q;:>~
limIta a situar el dles a quo del plazo para soliCItar laeJ8-



80 Jueves 12 agosto 1993 BOE núm. 192. Suplemento

cución del fallo en la fecha de la notificación de la Sen­
tencia, sin precisar si se refiere a la notificación efectuada
a la demandante o a la demandada. Ante esta situación,
interpretar, como hace la decisión impugnada, que ha de
partirse de la notificación a la actora, si es ella quien solicita
el cumplimiento, guarda coherencia con la facultad de
todas las partes procesales -sea la demandante o la
demandada- de interesar la ejecución del fallo (STS
61/1992, fundamento jurídico 3.0

) y supone, además, ali­
nearse con la que era tesis dominante en la jurisprudencia
social (Sentencias del Tribunal Central de Trabajo de 6 y
17 de febrero y 22 de septiembre de 1987,24 de mayo
de 1988 y 7 de marzo de 1989). La conclusión, pues, no
puede tildarse de palmariamente errónea o manifiesta­
mente arbitraria o irrazonable, como ya declaramos en la
STC 89/1992 y el ATC 602/1988 analizando supuestos
sustancialmente análogos al presente.

Por descontado, ello no significa que no puedan existir
otras interpretaciones jurídicamente más córrectas. En
efecto, aunque se trata de una acción ejecutiva especial,
seguramente la especialidad no autoriza a prescindir de
la regla general que condiciona la ejecución de la Senten­
cia a su firmeza (arts. 1.971 del Código Civil, 919 de la
L.E.C. y 200 de la L.P.L.). Existe en este sentido algún pro­
nunciamiento aislado del Tribunal Central de Trabajb (vgr.
Sentencia de 7 de febrero de 1989) y así lo hemos afir­
mado tangencialmente en. diversas ocasiones (STC
80/1990, fundamento jurídico 2.0 y ATC 133/1990, fun­
damento jurídico 2.0

). Esta circunstancia, con todo, no

resulta decisiva para el otorgamiento del amparo, porque
el derecho a la tutela judicial efectiva no incluye el hipo­
tético derecho al acierto judicial, no comprende la repa­
ración o rectificación de equivocaciones, incorrecciones
jurídicas o incluso injusticias producidas en la interpreta­
ción o aplicación de las normas (SSTC 27/1984,
50/1988,256/1988 y 210/1991).

En definitiva, basada la inejecución parcial de la Sen­
tencia en la presencia de una causa legal. no aplicada de
modo manifiestamente irrazonable o arbitrario, no cabe
imputar al órgano judicial una violación del derechofun­
damental plasmado en el arto 24.1 de la C.E.

..
FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu­
cional POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE
LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecinueve de julio de 1993.-Fir­
mado: Luis López Guerra~ Eugenio Díaz Eimil, Alvaro Rodrí­
guez Bereijo, José Gabaldón López, Julio Diego González
Campos, Caries Viver Pi-Sunyer.-Firmados y. rubricados.


